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Art. 45. 1. Los plazos establecidos en el artículo anterior 
comenzarán a contarse desde la fecha en que sea ejecutiva 
la sanción.

2. No podrá incoarse expediente por los hechos que ha-
yan sido sancionados penal o administrativamente en los ca-
sos que se aprecia identidad del sujeto, hecho y fundamento.

De la cancelación de antecedentes

Art. 46. Las responsabilidades disciplinarias derivadas de 
expedientes por infracciones muy graves, graves o leves se 
extinguirán:

a) Por cumplimiento de la sanción.
b) Por muerte del inculpado.
c) Por la baja definitiva y voluntaria del inculpado.

Art. 47. Los sancionados podrán solicitar la cancelación 
de sus antecedentes en los siguientes plazos, contados desde 
el cumplimiento de la sanción o prescripción de la misma.

1. Si fuere por infracción muy grave a los tres años.
2. Si fuere por infracción grave al año.
3. Si fuere por infracción leve a los tres meses.
Los anteriores plazos regirán siempre que el sancionado 

no hubiere incurrido en una falta sancionada por otro u otros 
expedientes.

Art. 48. La cancelación de antecedente obrante en el ex-
pediente personal se solicitará a la Mesa del Consejo, quien 
previo estudio del caso la aprobará ordenando la correspon-
diente anotación.

CAPÍTULO VII. RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS

Art. 49. Son nulos de pleno derecho los actos de los Ór-
ganos del Consejo en que se den algunos de los siguientes 
supuestos:

1. Los manifiestamente contrarios a la Ley.
2. Los adoptados con notoria incompetencia.
3. Aquellos cuyo contenido sea imposible, o sean consti-

tutivos de delito.
4. Los dictados prescindiendo total y absolutamente del 

procedimiento legalmente establecido para ello, o de las nor-
mas que contienen las reglas esenciales para la formación de 
la voluntad de los órganos colegiales.

Son anulables los actos que incurran en cualquier infrac-
ción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder.

Art. 50. En su organización y funcionamiento el Consejo 
se rige por las siguientes normas:

a) La legislación básica estatal y la autonómica andaluza 
en materia de Colegios Profesionales.

b) Los presentes Estatutos y el Reglamento Interno que, 
en su caso, se apruebe para el desarrollo de aquellos.

c) La Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Art. 51. Los acuerdos y resoluciones de los órganos del 
Consejo se considerarán ejecutivos desde su adopción, sin 
más requisito que su notificación o publicación cuando pro-
ceda, salvo que en aquellos se disponga otra cosa o lo exija el 
contenido del acto.

De los recursos

Art. 52. La tramitación de recursos e impugnaciones se 
someterá a lo dispuesto en la Ley 30/92, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y a lo establecido en los 
siguientes artículos.

Art. 53. Contra las resoluciones de los recursos y contra 
todos los actos y resoluciones del Consejo se podrá recurrir 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa de acuerdo con 
lo que establece la Ley reguladora de esta jurisdicción.

Art. 54. El plazo para formular recurso ante la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa se contará desde la notifica-
ción de la misma, y será de dos meses.

TÍTULO II

PROCEDIMIENTO DE MODIFICACIÓN DE LOS ESTATUTOS

Art. 55. Tanto la aprobación y modificación de los Estatu-
tos, como la adquisición venta o gravamen de los bienes inmue-
bles deberá ser acordada por mayoría que signifique, al menos, 
las tres quintas partes del voto ponderado, previa audiencia de 
los Colegios que lo integran y su aprobación por la Consejería 
de Justicia y Administración Pública de la Junta de Andalucía, 
de conformidad con lo previsto en el Capítulo III y siguientes de 
la Ley 6/95 de Consejos Andaluces de Colegios Profesionales y 
del Reglamento que la desarrolla aprobado por Decreto 5/97. 

Art. 56. Para la adopción de dicho acuerdo será nece-
sario que todos los miembros del Consejo conozcan por es-
crito previamente, con una antelación mínima de treinta días 
naturales, el contenido de la modificación propuesta. Dicho 
acuerdo deberá ser adoptado en Pleno del Consejo convocado 
al efecto como mínimo con siete días naturales.

TÍTULO III

PROCEDIMIENTO DE EXTINCIÓN DEL CONSEJO

Art. 57. El Consejo Andaluz de Colegios de Administrado-
res de Fincas, se extinguirá mediante Decreto del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, a propuesta de la Conse-
jería de Justicia y Administración Pública, previa audiencia de 
los Colegios afectados y previo acuerdo de este Consejo Anda-
luz, por mayoría de las tres cuartas partes de sus miembros. 
La tramitación de la extinción se regirá, de conformidad con lo 
previsto en el Capítulo III y siguientes de la Ley 6/95 de Con-
sejos Andaluces de Colegios Profesionales y del Reglamento 
que la desarrolla aprobado por Decreto 5/97. 

Art. 58. En caso de extinción el patrimonio del Consejo 
será entregado a los Colegios.

Disposición final.
El presente estatuto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. 

 CONSEJERÍA DE HACIENDA 
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

RESOLUCIÓN de 31 de enero de 2011, de la 
Secretaría General para la Administración Pública, 
por la que se emplaza a los terceros interesados en 
el Procedimiento Especial de Protección de Derechos 
Fundamentales 918/2010 ante el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. Trece de Sevilla.

En cumplimiento de lo ordenado por el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. Trece de Sevilla comunicando la 
interposición del Recurso Especial de Protección de Derechos 
Fundamentales número 918/2010, interpuesto por doña Isabel 
Carazo Dorado contra la desestimación del recurso de alzada 
de 4 de agosto de 2010, interpuesto frente a la Resolución de 
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5 de julio de 2010, de la Comisión de Selección de las pruebas 
selectivas, por la que se publica la relación definitiva de apro-
bados para el acceso a la condición de Personal Laboral Fijo, 
por el sistema de concurso-oposición libre, correspondiente a 
las Ofertas de Empleo Público de 2007 y 2009, y a tenor de 
lo dispuesto en el artículo 116.2 de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa

HE RESUELTO

Primero. Ordenar la remisión del expediente administra-
tivo al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. Trece 
de Sevilla.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a cuantos resul-
ten interesados para que puedan comparecer y personarse en 
Autos ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 
Trece de Sevilla en el plazo de cinco días siguientes a la publi-
cación de la presente Resolución. 

Sevilla, 31 de enero de 2011.- El Secretario General,
Manuel Alcaide Calderón. 

 RESOLUCIÓN de 3 de febrero de 2011, de la Se-
cretaría General para la Administración Pública, por la 
que se emplaza a los terceros interesados en el pro-
cedimiento ordinario núm 1763/2010 ante la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía con sede en Granada.

En cumplimiento de lo ordenado por la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de An-
dalucía comunicando la interposición del recurso contencioso-
administrativo número 1763/2010, interpuesto por la Central 
Sindical Independiente y de Funcionarios contra al Acuerdo de 
27 de julio de 2010, por el que se aprueba el Plan de Reorde-
nación del Sector Público de la Junta de Andalucía, y a tenor 
de lo dispuesto en el artículo 49.1 de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Primero. Ordenar la remisión del expediente administra-
tivo a la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Granada del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a cuantos resul-
ten interesados para que puedan comparecer y personarse en
Autos ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo en Gra-
nada, en el plazo de nueve días siguientes a la publicación de 
la presente Resolución. 

Sevilla, 3 de febrero de 2011.- El Secretario General,
Manuel Alcaide Calderón. 

 CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN

ORDEN de 19 de enero de 2011, por la que se 
concede modificación de la autorización administrativa 
de funcionamiento al centro docente privado de educa-
ción infantil «María Inmaculada» de Granada.

Examinado el expediente incoado a instancia de doña Vic-
toria Almazán Rodríguez, titular del centro docente privado de 

educación infantil «María Inmaculada», con domicilio en Avda. 
de América, núm. 42, bajo, de Granada, en solicitud de modifi-
cación de la autorización administrativa de funcionamiento del 
mencionado centro por transformación de 1 unidad de pár-
vulos que tenía autorizada en 1 unidad de segundo ciclo de 
educación infantil, acogiéndose a la Orden de 18 de junio de 
2001, por la que se desarrolla la Disposición adicional cuarta 
del Real Decreto 1004/1991.

Resultando que el expediente ha sido tramitado en la de-
bida forma por la Delegación Provincial de la Consejería de 
Educación en Granada.

Resultando que en el mencionado expediente han recaído 
informes favorables del correspondiente Servicio de Inspección 
de Educación de la citada Delegación Provincial y de la Geren-
cia Provincial del Ente Público Andaluz de Infraestructuras y 
Servicios Educativos de la Consejería de Educación en dicha 
provincia. 

Resultando que el mencionado centro, con código 
18601515, tenía autorización administrativa para 1 unidad de 
párvulos con 25 puestos escolares. 

Vistos la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común (BOE de 27 de noviembre); la Ley Orgá-
nica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del Derecho a la Edu-
cación (BOE de 4 de julio); la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 
mayo, de Educación (BOE de 4 de mayo); la Ley 17/2007, de 
10 de diciembre, de Educación de Andalucía (BOJA de 26 de 
diciembre); el Real Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por el 
que se establecen los requisitos mínimos de los Centros que 
impartan enseñanzas de régimen general no universitarias 
(BOE de 26 de junio); la Orden de 18 de junio de 2001, por 
la que se desarrolla la Disposición adicional cuarta del Real 
Decreto 1004/1991, de 14 de junio, por el que se establecen 
los requisitos mínimos de los Centros que impartan enseñan-
zas de Régimen General no Universitarias, para determinados 
Centros de Educación Infantil (BOJA de 19 de julio); el Decreto 
109/1992, de 9 de junio, sobre autorizaciones de Centros Do-
centes Privados para impartir Enseñanzas de Régimen Gene-
ral (BOJA de 20 de junio); y demás disposiciones aplicables. 

Considerando que se han cumplido en el presente expe-
diente todos los requisitos exigidos por la normativa vigente en 
esta materia. 

En su virtud, y en uso de las atribuciones que me han 
sido conferidas,

D I S P O N G O

Primero. Conceder la modificación de la autorización ad-
ministrativa de funcionamiento al centro docente privado de 
educación infantil «María Inmaculada» por transformación de 1 
unidad de párvulos, que tenía autorizada, en 1 unidad de se-
gundo ciclo de educación infantil, quedando con la configura-
ción definitiva que se describe a continuación: 

Denominación genérica: Centro docente privado de educación 
infantil. 
Denominación específica: María Inmaculada.
Código de centro: 18601515.
Domicilio: Avda. de América, núm. 42, bajo. 
Localidad: Granada. 
Municipio: Granada. 
Provincia: Granada. 
Titular: Doña Victoria Almazán Rodríguez. 
Composición resultante: 1 unidad del segundo ciclo de educa-
ción infantil para 25 puestos escolares.

Segundo. El personal que atienda la unidad de educación 
infantil autorizada deberá reunir los requisitos sobre titulación 
que establece la normativa vigente.


